
 

FACULTADES DE LA SALA ESPECIALIZADA EN MATERIA DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS Y COMBATE A LA CORRUPCIÓN 

DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE OAXACA 

 

LEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE 

OAXACA 

ARTÍCULO 40.- La Sala Especializada será competente para: 

I. Conocer, resolver e imponer las sanciones en los procedimientos de los 

servidores públicos relacionados con responsabilidades administrativas graves 

y resarcitorias; 

II. Conocer, resolver e imponer la sanciones en los procedimientos de los 

servidores públicos relacionados con cualquier persona que haya cometido 

hechos de corrupción que no constituyan delitos, así como de aquellas personas 

que resulten beneficiadas por los mismos, de igual forma, cuando su 

participación se dé en actos vinculados con responsabilidades administrativas 

graves; 

III. Conocer y resolver del Recurso de Inconformidad relativo a la calificación de 

la falta atribuible al presunto infractor o particulares; 

IV. Determinar a los responsables el pago de las indemnizaciones y sanciones 

pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten la Hacienda 

Pública o al patrimonio de los entes públicos estatales o municipales; 

REGLAMENTO INTERNO DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO 

DE OAXACA, APROBADO EN SESIÓN ADMINISTRATIVA DE FECHA 14 DE AGOSTO DEL 

AÑO EN CURSO. 

ARTÍCULO 44. La Sala Especializada tendrá a su cargo conocer y resolver de 

las responsabilidades administrativas de los servidores públicos y particulares 

vinculados con faltas graves promovidas por la Secretaría de la Contraloría y 

Transparencia Gubernamental, los órganos internos de control de los entes 

públicos del Estado, Municipios y por el Órgano Superior de Fiscalización y 

demás órganos autónomos del Estado, en materia de imposición de sanciones 

en términos de las Leyes de la materia; así como fincar a los responsables el 

pago de las indemnizaciones y sanciones pecuniarias que deriven de los daños 

y perjuicios que afecten a la Hacienda Pública del Estado o al patrimonio de los 

entes públicos estatales y municipales. 

ARTÍCULO 45. La Sala Especializada será competente para: 

I. Conocer, resolver e imponer las sanciones en los procedimientos de 

los servidores públicos relacionados con responsabilidades 

administrativas graves y resarcitorias; 



 

II. Conocer, resolver e imponer las sanciones en los procedimientos de 

los servidores públicos relacionados con cualquier persona que haya 

cometido hechos de corrupción que no constituyan delitos, así como 

de aquellas personas que resulten beneficiadas por los mismos, de 

igual forma, cuando su participación se dé en actos vinculados con 

responsabilidades administrativas graves; 

III. Conocer y resolver de los medios de impugnación regulados por la 

Ley General; 

IV. Determinar a los responsables el pago de las indemnizaciones y 

sanciones pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que 

afecten la Hacienda Pública o al patrimonio de los entes públicos 

estatales o municipales; 

V. Imponer a los particulares que intervengan en actos vinculados con 

faltas administrativas graves con independencia de otro tipo de 

responsabilidades, de las sanciones económicas; inhabilitación para 

participar en adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras 

públicas; así como el resarcimiento de los daños y perjuicios a que 

se refiere la fracción anterior. Las personas morales serán 

sancionadas en los términos de esta fracción cuando los actos 

vinculados con faltas administrativas graves sean realizados por 

personas físicas que actúen a nombre o representación de la 

persona moral y en beneficio de ella. También podrá decretarse la 

suspensión de actividades, disolución o intervención de la sociedad 

respectiva cuando se trate de faltas administrativas graves que 

causen perjuicio a la Hacienda Pública, siempre que se acredite la 

participación de sus órganos de administración, de vigilancia o de 

sus socios o en aquellos casos que se advierta que la sociedad sea 

utilizada de manera sistemática para vincularse con faltas 

administrativas graves. 

ARTÍCULO 46. La Sala Especializada conocerá de los procedimientos y 

resoluciones que se establecen en las Leyes de Responsabilidades y General, 

y contará con las facultades siguientes: 

I. Resolverá respecto de las faltas administrativas graves, investigadas 

y substanciadas por el Órgano Superior y los órganos internos de 

control respectivos, según sea el caso, ya sea que el procedimiento 

se haya seguido por denuncia, de oficio o derivado de las auditorías 

practicadas por las autoridades competentes, de conformidad con lo 

previsto en los Títulos Segundo, Tercero y Cuarto de la Ley General, 

así como en la Ley de Responsabilidades; 

II. Impondrá sanciones que correspondan a los servidores públicos y 

particulares, personas físicas o jurídicas colectivas que intervengan 



 

en actos vinculados con faltas administrativas graves, con 

independencia de otro tipo de responsabilidades; 

III. Fincar a los responsables el pago de las cantidades por concepto de 

responsabilidades resarcitorias, las indemnizaciones y sanciones 

pecuniarias que deriven de los daños y perjuicios que afecten a la 

hacienda estatal o municipal o al patrimonio de los entes públicos de 

carácter estatal o municipal o de cualquier otro tipo que manejen 

recursos públicos. Las sanciones económicas tendrán el carácter de 

créditos fiscales y serán ejecutadas por la Secretaría de Finanzas 

del Poder Ejecutivo o de la dependencia encargada de las finanzas 

públicas del municipio, según corresponda a las disposiciones 

fiscales aplicables; 

IV. Imponer a los particulares que intervengan en actos vinculados con 

faltas administrativas graves, inhabilitación para participar en 

adquisiciones, arrendamientos, servicios u obras públicas, así como 

posibles nombramientos o encargos públicos del orden local o en los 

municipios, según corresponda; 

V. Sancionar a las personas morales cuando los actos vinculados con 

faltas administrativas graves sean realizados por personas físicas 

que actúen en nombre o representación de la persona moral y en 

beneficio de ella. En estos casos podrá procederse a la suspensión 

de actividades, disolución o intervención de la sociedad respectiva 

cuando se trate de faltas administrativas graves que causen perjuicio 

a la Hacienda Pública o a los entes públicos, estatales y municipales, 

siempre que la sociedad obtenga un beneficio económico y se 

acredite participación de sus órganos de administración, de 

vigilancia o de sus socios, o en aquellos casos en que se advierte 

que la sociedad es utilizada de manera sistémica para vincularse con 

las faltas administrativas graves; en estos supuestos la sanción se 

ejecutará hasta que sea definitiva; 

VI. Dictar las medidas preventivas y cautelares para evitar que el 

procedimiento sancionador quede sin materia, sobre todo tratándose 

de casos en los que exista desvío de recursos obtenidos de manera 

ilegal; 

VII. Resolver el recurso de Reclamación que procede en los términos de 

las Leyes General y Estatal de responsabilidades administrativas; 

VIII. Conocer del recurso por medio del cual se califica como grave la falta 

administrativa que se investiga contra un servidor público; 

IX. Substanciar, en su caso, los procedimientos y medios de 

impugnación que se determinen conforme a lo dispuesto por la 

Leyes General y Estatal de Responsabilidades Administrativas; 



 

X. Tramitar los incidentes, recursos, aclaraciones de sentencia, así 

como la queja cuando se trate de juicios que se ventilen ante la 

propia Sala; 

XI. Dictar la resolución definitiva del procedimiento de responsabilidad 

administrativa y en su caso, el que recaiga a la instancia de 

apelación o ejecutoria; 

XII. Solicitar la debida integración del expediente para un mejor 

conocimiento de los hechos en la búsqueda de la verdad, asimismo, 

podrá acordar la exhibición de cualquier documento que tenga 

relación con los mismos, ordenar la práctica de cualquier diligencia 

o proveer la preparación y desahogo de la prueba pericial cuando se 

planteen cuestiones de carácter técnico y no hubiere sido ofrecida 

por las partes en el procedimiento de investigación; y 

XIII. Las demás que les correspondan conforme a las disposiciones 

legales aplicables. 

 


